COPIA DE CONTRATO – Copia simple – Valor probatorio

Después de dilucidado el tratamiento que debe darse a las copias simples de los documentos que se aportan a un proceso, a la luz de lo que establece el artículo 254 del C. de P.C.
, debe la Sala resolver el cargo que propone el recurrente en relación con la aplicación de dicha norma.  

En efecto, revisados los contratos SEM-PS.4143.26-821-2009 del 9 de octubre de 2009, SEM-PS-4143.0.26-19-2011 del 20 de enero de 2011, SEM-PS-4143.0.26.76-2011 del 26 de enero de 2011, y el SEM-PS-4143.0.26.34.2012 del 23 de enero de 2012, se advierte que los mismos fueron allegados al proceso en copia simple.
En resumen, el que se haya aportado copia simple de los contratos celebrados entre la Administración Municipal de Santiago de Cali y la Cooperativa MIGUEL ÁNGEL BUONARROTI, no acredita de manera idónea la autenticidad de la celebración de tales negocios jurídicos, y por lo tanto no puede servir de argumento fáctico para decretar una sanción política como la que puede imponerse en los juicios de desinvestidura.

En tal orden, como no pueden darse por ciertos los hechos en que sustenta la demanda, en la medida en que no han sido idóneamente acreditados, no puede la Sala resolver si el Concejal Jhon Jairo García Hoyos incurrió en alguna de las inhabilidades o incompatibilidades que dan lugar a la pérdida de investidura.   
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Decide la Sala el recurso de apelación que el demandado interpuso contra la sentencia del 25 de julio de 2012 del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en cuanto decretó la pérdida de su investidura del concejal del Municipio de Santiago de Cali (Valle del Cauca). 

I.- ANTECEDENTES

1. LA DEMANDA

El ciudadano SERGIO DAVID BECERRA BENAVIDES, invocando la acción instituida en los artículos 45, 55 y 70 de la Ley 136 de 1994, presentó solicitud para que se decretara la pérdida de la investidura de concejal del Municipio de Santiago de Cali, Valle del Cauca, ostentada por el ciudadano JHON JAIRO HOYOS GARCIA en el período 2012 - 2015. 

Los hechos que sirvieron de fundamento a la anterior solicitud son los que a continuación se enuncian:

1. El 10 de abril de 1997, en la ciudad de Santiago de Cali, los señores  CARMEN EMILIA GARCÍA DE HOYOS, JAIRO JAVIER HOYOS SALCEDO, JHON JAIRO HOYOS GARCÍA Y DIEGO FERNANDO HOYOS GARCÍA, constituyeron la Corporación  MIGUEL ÁNGEL BUONARROTI. El 30 de abril de 2005, se designó nueva Junta Directiva, dejando los constituyentes o fundadores de la Corporación de pertenecer a la dirección, pero continuando en calidad de miembros de la misma.

2. El 30 de octubre de 2011 se llevaron a cabo las elecciones territoriales, en las que fue electo el señor Jhon Jairo Hoyos García como concejal del Municipio de Santiago de Cali, por el Partido Conservador.

3. El 9 de octubre de 2009 la Corporación MIGUEL ÁNGEL BUONARROTI, suscribió un contrato de prestación de servicios educativos con la Secretaría de Educación de Cali, contrato SEM-PS.4143.26-821-2009, por valor de CINCUENTA Y NUEVE MILLONES TRESCIENTOS CUATRO MIL SETECIENTOS SESENTA Y CINCO PESOS MCTE ($59.304.765). 

4. El 20 de enero de 2011, la CORPORACIÓN MIGUEL ÁNGEL BUONORRATI, suscribió un contrato de prestación de servicios educativos con la Secretaría de Educación de Cali, contrato SEM-PS-4143.0.26-19-2011, por un valor de TREINTA Y NUEVE MILLONES SEISCIENTOS NOVENTA MIL PESOS ($ 39.690.000).

5. El 26 de enero de 2011, la  CORPORACIÓN MIGUEL ÁNGEL BUONORRATI suscribió un contrato de prestación de servicios educativos con la Secretaria de Educación de Cali, contrato SEM-PS-4143.0.26.76-2011, por un valor de CIENTO NOVENTA Y OCHO MILLONES SEISCIENTOS SESENTA Y DOS SEISCIENTOS VEINTICINCO ($ 198.662.625).

6. El 23 de enero de 2012, la CORPORACIÓN MIGUEL ÁNGEL BUONORRATI suscribió un contrato de prestación de servicios educativos con la Secretaría de Educación de Cali, contrato SEM-PS-4143.0.26.34.2012, por un valor de DOSCIENTOS TREINTA Y SIETE MILLONES TRESCIENTOS CINCUENTA Y OCHO MIL QUINIENTOS NOVENTA Y NUEVO PESOS ($ 237.358.599)

Examinado el contenido y alcance de la demanda, el actor advierte que el Concejal García Hoyos se encuentra incurso en la causal de inhabilidad establecida en el numeral 3º del artículo 40 de la Ley 617 de 2000 que modificó el 43 de la Ley 136 de 1994, y en la de incompatibilidad prevista en el artículo 49 de la Ley 617 de 2000, en consonancia con el artículo 48 de la misma ley, como quiera que la madre del demandado y éste son socios fundadores y actuales miembros de la corporación MIGUEL ÁNGEL BUONARROTI, y ésta sociedad, actuando a través de su representante legal, suscribió los contratos a que se ha aludido en los numerales anteriores con la Secretaría de educación de Santiago de Cali, circunscripción a la que pertenece el señor Jhon Jairo Hoyos.

2. Contestación de la demanda

El apoderado del concejal se opuso a las pretensiones, y adujo que si bien era cierto que su familia había constituido la CORPORACIÓN MIGUEL ÁNGEL BUONORRATI, también lo era que la Asamblea General había elegido nueva Junta Directiva quedando como Presidente, Diego Javier Núñez Flórez; Vicepresidente, Sandra Romero; Tesorero, Lía Arana Abelló; y Revisor Fiscal, Mabel Muñoz de Ramírez. 

Indicó que en acta del 26 de marzo de 2009 consta que ni el Concejal ni la señora Carmen Emilia García De Hoyos, madre del encartado, hacían parte de la enunciada Corporación, toda vez que habían manifestado verbalmente su renuncia como afiliados fundadores.

Llamó la atención sobre los contratos de prestación de servicios que allegaba el demandante, por cuanto obran en copia simple, y por lo tanto no tienen valor probatorio a la luz del artículo 254 del C. de P.C., y ninguno aparece suscrito por la señora Carmen Emilia García De Hoyos.

Procedió a analizar cada una de las causales de pérdida de investidura previstas en el artículo 55 de la Ley 136 de 1994, comenzando con la presunta violación del régimen de inhabilidades contemplado en el artículo 40 de la Ley 617 de 2000, que modificó el artículo 43 de la Ley 136 de 1994, señalando que no se logró demostrar que el demandado haya intervenido en la gestión de negocios ante la Secretaría de Educación del Municipio de Cali.

También se refirió a la presunta vulneración del régimen de incompatibilidades que consagran los artículos 43, 48 y 49 de la Ley 617 de 2000, para manifestar que el actor no indicó cuál de las cuatro causales ha sido violada, desconociendo así el mandato previsto en el literal c) del artículo 4º de la Ley 144 de 1994. 

Supuso entonces que se refería a la causal de gestión de negocios ante entidades públicas del nivel municipal o distrital o en la celebración de contratos con entidades públicas, y expresó que al respecto no existía prueba que demostrara la intervención directa e indirecta en gestión de negocios o en celebración de contratos del Concejal ante las autoridades municipales.

En lo atinente a la causal relacionada con el conflicto de intereses, afirmó que el que hubiera pertenecido a la Junta Directiva en el acto de creación de la Corporación junto con la señora Carmen Emilia García de Hoyos, no hace que el Concejal se encuentre de manera automática en causal objetiva de pérdida de investidura, dado que se requiere probar que gestionó o tramitó contratos para su propio beneficio o para su familia, de lo cual no se allegó prueba al plenario.

Aseveró que el artículo 1º de la Ley 1148 de 2007 modificado por el artículo 1º de la Ley 1296 de 2009, que transcribió el demandante en su escrito, no regula ninguna causal de pérdida de investidura, y que en esa medida no se pronunciaría al respecto.
II.- LA SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo del Valle del Cauca accedió a la pretensión de declaratoria de pérdida de investidura del Concejal Jhon Jairo Hoyos García, toda vez que encontró demostradas las condiciones alegadas por el actor. Llegó a tal conclusión después de referirse al marco normativo que regula a las personas jurídicas, entre ellas, a las Corporaciones (artículos 633 y 641 del Código Civil), y de transcribir los parágrafos uno y dos de la cláusula sexta de los estatutos de la CORPORACIÓN MIGUEL ÁNGEL BUONORRATI.

En atención a ello, estimó que los dignatarios de la Junta Directiva son elegidos por un periodo indefinido, y que por lo tanto, cuando en la Asamblea General del 30 de abril de 2005 los señores Carmen Emilia García de Hoyos, Diego Fernando Hoyos García y Jhon Jairo Hoyos García, consideran cumplido su servicio y su labor como miembros de tal junta, no están renunciando tácitamente a su condición de afiliados fundadores de la Corporación.

Trajo a colación los distintos documentos allegados por el demandado en el que constan una serie de actas (números 7, 9, 15, 16, 20 y 21) donde aparecen relacionados los nombres de los miembros de la Asamblea General sin que dentro de los mismos se encuentre el demandado, y con los que el apoderado del Concejal pretende demostrar que no hacía parte de la Corporación. No obstante, para el Tribunal ello no acredita lo anterior, puesto que en las Actas 9 y 15 se expresa que se encontraban presentes la mitad más uno de los asociados (el 85.71%), lo cual quiere decir que no se encontraban presentes todos los miembros de la Asamblea, y que no porque no se encuentre el nombre del señor Jhon Jairo Hoyos García dentro de los presentes en la Asamblea, quiere ello decir que no hacía parte de la Corporación.

Sobre al Acta No. 20 del 20 de enero de 2011, dijo que la misma se refiere a quienes hacen parte de la Corporación en calidad de asociados activos pero que no evidencia a los asociados fundadores, lo cual quiere decir que los señores CARMEN EMILIA GARCÍA DE HOYOS, JAIRO JAVIER HOYOS SALCEDO, JHON JAIRO HOYOS GARCÍA Y DIEGO FERNANDO HOYOS GARCÍA continúan haciendo parte de dicha Corporación.

Acreditado entonces que el señor Jhon Jairo Hoyos García continúa siendo asociado de la Corporación MIGUEL ANGEL BUONORRATI, el a quo se refirió a los contratos celebrados entre el Concejal y la Secretaria de Educación del Municipio de Santiago de Cali, afirmando que si bien obraban en copia simple, el hecho de la contratación no fue desvirtuado ni tampoco fueron tachados de falsos por el demandado.

En tal orden, concluyó que la Corporación de la cual es asociado el señor Jhon Jairo Hoyos García contrató con el Municipio de Santiago de Cali un año antes a su elección (30 de octubre de 2011) ya que los contratos fueron celebrados el 20 y 26 de enero de 2011, incurriendo en la causal de inhabilidad establecida en el numeral 3º del artículo 43 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000, a la que “si bien no fue referida expresamente en la demanda, si se hizo relación al contenido de la misma…” (Folio 219 Cuaderno del Tribunal)

Seguidamente, expresó que la disposición prevista en el artículo 49 de la Ley 617 de 2000 modificada por la Ley 1147 de 2007, a que hace referencia el actor, no es causal de pérdida de investidura, ya que no va dirigida a los concejales, sino que es una prohibición para sus parientes. Al respecto citó una sentencia proferida por la Sección Primera el 13 de agosto de 2009 (radicación número 2009-00010 Consejera Ponente Dra. María Claudia Rojas Lasso).

                                III.- EL RECURSO DE APELACION

El apoderado del señor Jhon Jairo Hoyos García controvirtió el fallo emitido por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca sosteniendo que no existía prueba alguna que demostrara la intervención directa o indirecta del Concejal ante las autoridades municipales en la gestión de negocios o en la celebración de contratos. Al respecto, trajo a colación varias sentencias del Consejo de Estado en las que se advierte la circunstancia de la interpretación restrictiva en este tipo de juicios, y en las que se describe cuáles son los lineamientos que pueden configurar la causal de pérdida de investidura prevista en el numeral 3º del artículo 40 de la Ley 617 de 2000 que modificó el 43 de la Ley 136 de 1994.

Después de transcribir disposiciones como la contenida en el artículo 252 del C. de P.C., llamó la atención sobre el valor probatorio que el Juzgador de Primera Instancia le había otorgado a los contratos que el demandante aportaba en copia simple, aseverando que no se trataba de documentos privados sino de documentos emanados de terceros y de naturaleza dispositiva, que por ministerio de la ley, no se presumen auténticos, y que por lo tanto carecen de valor probatorio. Se reafirmó en este argumento citando algunos apartes de la sentencia proferida el 3 de mayo de 2007 dentro del proceso número 1995-00787 (16209) con ponencia del Consejero de Estado Ramiro Saavedra Becerra, y de la sentencia del 8 de marzo de 2007 identificada con número interno 30.330 con ponencia de la Dra. Ruth Stella Correa Palacio, los dos de la Sección Tercera del Consejo de Estado. 

Se refirió nuevamente al contenido del Acta del 26 de marzo de 2009, en la que se da cuenta de que se encontraban presentes el cien por ciento de los miembros de la Asamblea General, dentro de los cuales no aparecía el nombre del actor. Lo cual quiere decir que para esa fecha ni el Concejal ni la señora Carmen Emilia García de Hoyos hacían parte de la Cooperativa.

Recordó que desde el 30 de abril de 2005, los citados individuos habían renunciado, es decir, dos años antes de la elección como Concejal del demandado, lo cual desvirtuaba las consideraciones del Juzgador de Primera Instancia sobre la ocurrencia de una causal que lo hiciera merecedor de la pérdida de su investidura.

- En el traslado que da lugar a la oposición del recurso, el demandante solicitó que se confirmara la sentencia del Tribunal teniendo presente que en lo relacionado con el tesoro público, no es posible que se den cambios tácitamente sin que estos sean oponibles a terceros; de modo que deben hacerse de manera expresa, y al no existir soporte siquiera sumario del trámite según el cual el Concejal demandado dejó de ser afiliado de la Corporación MIGUEL ÁNGEL BOUNARROTI, es claro que los miembros fundadores son aun asociados de dicho ente.

IV.- CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Procurador Primero Delegado ante la Corporación emitió concepto en el que solicitó se revoque del fallo que se apela, y en su lugar, se nieguen las pretensiones de la demanda, identificando para ello dos problemas jurídicos: el primero, relacionado con el valor probatorio de las copias simples; y el segundo, la prueba de haber incurrido en la causal de pérdida de investidura vista en el numeral 3º del artículo 43 de la Ley 136 de 1994 modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000.

Estimó que el Tribunal había acogido de manera parcial la tesis propuesta por la Sección Tercera en lo que hace al primer problema que se planteó, aduciendo que se tendrían con valor probatorio los documentos que las partes acuerden tener como tal, o sobre los cuales no se discuta la autenticidad (que no se haya desconocido el documento o no se haya tachado de falso), por cuanto olvidó que para poder aplicarla era necesaria una actitud de las partes de la que se deduzca el querer que las copias simples sean valoradas como pruebas, circunstancia esta que no acontece en el caso que se examina, pues el demandado cuestionó de manera explícita la autenticidad de los contratos suscritos entre la Cooperativa MIGUEL ÁNGEL BOUNARROTI y la Secretaria de Educación de Cali.

En consecuencia, no puede tenerse por probada la suscripción de los mencionados contratos estatales, y por ende, tampoco la ocurrencia de la causal de inhabilidad que se endilga al señor Hoyos García, pues tales contratos se aportaron en copia simple, con desconocimiento de lo previsto en el artículo 254 del C. de P.C.

Agregó que de obviarse los anteriores argumentos y entonces tener con valor probatorio los mencionados documentos, tampoco podría afirmarse válidamente que se encuentra acreditada la causal de pérdida de investidura, toda vez que no existe evidencia de la participación personal y activa del concejal demandado en los actos tendientes a la suscripción de los pluricitados contratos.

V.- DECISIÓN

No observándose causal de nulidad que invalide lo actuado, procede la Sala a decidir el asunto planteado, previas las siguientes

CONSIDERACIONES

1. Competencia de la Sala 

La Sala es competente para conocer de la apelación de las sentencias proferidas en procesos de pérdida de investidura de concejales y diputados, de una parte, en virtud del artículo 48 parágrafo 2º de la Ley 617 de 2000, que instituye la segunda instancia para tales procesos y, de otra, atendiendo la decisión de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de enero 25 de 1995, en donde se establece que las impugnaciones contra las sentencias de pérdida de investidura, proferidas por los Tribunales Administrativos, son de conocimiento de la Sección Primera del Consejo de Estado.

2. Procedibilidad de la acción

Se encuentra acreditado que el demandado ostenta la condición de Concejal del Municipio Santiago de Cali, Valle del Cauca, dentro del período 2012-2015, según copia de las actas de escrutinio respectivas, visibles a folios 67 a 102 del cuaderno principal. 

Ello significa que el acusado es sujeto pasivo de la presente acción de pérdida de la investidura, que en su contra ha sido incoada, atendido el artículo 43 numeral 3 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 40 de la Ley 617 de 2000.

3. Examen de la situación procesal

Encuentra la Sala que el recurso de apelación se dirige a controvertir de una parte, el valor probatorio de las copias de los contratos celebrados entre la Corporación MIGUEL ÁNGEL BUONARROTI y la Secretaria de Educación del Municipio de Santiago de Cali; y de otro, el que no se haya demostrado la ocurrencia de la causal de pérdida de investidura que se le endilga al Concejal Jhon Jairo Hoyos García.

3.1. Valor probatorio de las copias simples

La Sala entonces abordará el primer problema jurídico que se planteó, analizando para el efecto la posición que esta Corporación ha adoptado sobre el punto. En sentencia proferida por esta Sección se definió el valor de estos documentos de la siguiente manera:

“Hechas las precisiones que anteceden y antes de entrar a analizar las particularidades del asunto sub examine, debe la Sala formular algunas consideraciones con respecto al valor probatorio de los documentos allegados en fotocopia simple, por cuanto, como ya se dijo, uno de los motivos en que se funda el cuestionamiento del fallo proferido del a quo, es precisamente el de haberse soportado en unos documentos allegados al proceso en fotocopia simple.

La Sala, al referirse al punto, ha manifestado que tales documentos adolecen de valor probatorio, al carecer de un requisito que es esencial de toda prueba, que es precisamente el de saber a ciencia cierta si los mismos fueron otorgados realmente por quien los suscribe, sin que exista razón jurídica alguna para presumirlo, motivo por el cual ni siquiera pueden ser considerados como principios de prueba escrita. Dicho de otra manera, para que la copia de un documento pueda ser valorada en el proceso y se le pueda reconocer valor probatorio, es preciso que la misma haya sido aportada en forma debida, es decir autenticada, pues las copias simples traídas no tienen el mismo valor que el original y no pueden presumirse auténticas.  
El artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el art. 1º, num. 117 del Decreto 2282 de 1989, que como bien se sabe es aplicable en los procesos contencioso administrativos por remisión del artículo 267 del C. C. A., al referirse la valor probatorio de las copias establece:

Artículo 254.- Valor probatorio de las copias. Las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, en los siguientes casos:

1. Cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada.

2. Cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente.

3. Cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa.

Por virtud de lo anterior “[…] las copias simples no son medios de convicción que puedan tener la virtualidad de hacer constar o demostrar los hechos que con las mismas se pretendan hacer valer ante la jurisdicción, en cuanto su estado desprovisto de autenticación impide su valoración probatoria, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil antes citado [...]", tal como lo señaló la Sala  en Sentencia del 25 de noviembre de 2009, Exp. 1999-00374, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.”

En este mismo sentido, se ha pronunciado de manera reiterada y uniforme la Corporación en providencias como la proferida el 9 de julio de 2009 dentro del proceso número 2004-00015 por la Sección Segunda con ponencia del Dr. Víctor Hernando Alvarado Ardila; la del 14 de marzo de 2012 expedida dentro del proceso 1999-00338 con ponencia del Magistrado Enrique Gil Botero; la del 18 de febrero de 2010, dentro del expediente número 1997-08394 con ponencia de la Magistrada Ruth Stella Correa Palacio; fallo del 10 de junio de 2009 proferida dentro del proceso número 1997-08393 con ponencia del Dr. Mauricio fajardo Gómez; la proferida el 25 de abril de 2012 dentro del proceso 1997-00807 con ponencia del Consejero de Estado Jaime Orlando Santofimio Gamboa; y la del 11 de abril de 2012 dentro del proceso 1999-00340 con ponencia del Magistrado Carlos Alberto Zambrano Barrera.

Después de dilucidado el tratamiento que debe darse a las copias simples de los documentos que se aportan a un proceso, a la luz de lo que establece el artículo 254 del C. de P.C.
, debe la Sala resolver el cargo que propone el recurrente en relación con la aplicación de dicha norma.  

En efecto, revisados los contratos SEM-PS.4143.26-821-2009 del 9 de octubre de 2009, SEM-PS-4143.0.26-19-2011 del 20 de enero de 2011, SEM-PS-4143.0.26.76-2011 del 26 de enero de 2011, y el SEM-PS-4143.0.26.34.2012 del 23 de enero de 2012, se advierte que los mismos fueron allegados al proceso en copia simple.

También se advierte que el demandado en el escrito de contestación se pronunció sobre el valor que tenían tales documentos, afirmando dentro de un acápite independiente que:

“H. DOCUMENTOS SIN MÉRITO PROBATORIO
El actor fundamenta la demanda en copias simples de los contratos suscriptos (sic) entre la Corporación y el Municipio (Folios 17 – 66)

Estos documentos no tienen valor probatorio tal y como lo dispone el artículo 254 del C.P.C.

El Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: RAMIRO SAAVEDRA BECERRA, en fallo del 3 de mayo de 2007 en el proceso No. Radicación número (sic): 25000-23-23-000-1995-00787-01 (16209) expresó:

(…)”

Siendo ello así, esta Sala comparte el criterio esbozado por el Ministerio Público en el concepto que rindiera en esta instancia, en el sentido de no otorgar valor probatorio alguno a los contratos que sirvieron de fundamento para que el demandante impetrara la presente acción.

Ahora bien, resulta pertinente puntualizar que pese a que el Tribunal en su sentencia resolvió tal señalamiento dándoles valor probatorio por el hecho de no haber sido tachados de falsos (folio 219 ibídem), lo cierto es que el Concejal Jhon Jairo García Hoyos cuestionó la autenticidad de los contratos desde su primer intervención en el proceso (contestación de la demanda), e hizo lo propio en la audiencia pública (folio 202 ibídem), y reiteró su argumento en el escrito de apelación, dando cuenta de que  nunca convalidó la autenticidad de los contratos, sino que más bien, la controvirtió de manera insistente en todas sus intervenciones procesales, lo cual impedía que el a quo pudiese otorgar valor de prueba, y mucho menos edificar su juicio con base en tales documentos.

En este sentido también se ha pronunciado la Corporación, en sentencias como la proferida el  8 de febrero de 2012 por la Sección Tercera dentro del proceso número 2000-00014 (22244), referencia ésta que trae a consideración el Agente del Ministerio Público en su escrito, y que ahora prohíja esta Sala:

“Como el oficio transcrito fue aportado en copia simple, se debe recordar que el artículo 253 del C. de P.C. indica que los documentos podrán allegarse al expediente en original o en copia, pero tanto unos como otros deben ser auténticos para que puedan ser valorados por el juez, pues sólo así es posible inferir con certeza el origen y el contenido de los mismos, a efectos de que la parte contra la cual se aducen pueda controvertirlos, de manera que los documentos se presumen auténticos en los supuestos establecidos por el artículo 252 del C. de P.C. y las copias son auténticas en los casos previstos por el artículo 254 del mismo ordenamiento jurídico. 

Sobre el valor probatorio de las copias, la jurisprudencia constitucional ha señalado lo siguiente
:

“Un principio elemental que siempre ha regido en los ordenamientos procesales es el de que las copias, para que tengan valor probatorio, tienen que ser auténticas. Ese es el principio consagrado en las normas del Código de Procedimiento Civil que regulan lo relativo a la aportación de copias de documentos.

“De otra parte, la certeza de los hechos que se trata de demostrar con prueba documental, y en particular, con copias de documentos, está en relación directa con la autenticidad de tales copias. Tal certeza es el fundamento de la eficacia de la administración de justicia, y en últimas, constituye una garantía de la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial (Subraya fuera del texto).
Así, la Sala no puede, en principio, conferir valor probatorio alguno al oficio atrás transcrito, pues no cumple con las exigencias establecidas para ello en los artículos 253 y 254 ibídem; no obstante, la conducta procesal asumida al respecto por la entidad demandada, permite a la Sala valorarlo, toda vez que la enjuiciada no sólo no cuestionó su autenticidad, sino que, además, lo convalidó al estructurar su defensa con fundamento en él, señalando a lo largo del proceso que el daño cuya reparación es perseguida por la parte actora se originó en dicho acto administrativo, frente al cual el demandante debió impugnarlo a través de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho y no mediante el ejercicio de la acción de reparación directa, configurándose así una indebida escogencia de la acción.

Sobre el particular, la jurisprudencia de esta Corporación ha señalado:

“La entidad demandada aprovechó la prueba traída al proceso por la parte demandante, que, en principio, carecía de mérito probatorio, para edificar o estructurar su defensa y, con tal conducta, hizo la prueba suya y la convalidó para efectos de que el juzgador analizara el supuesto de hecho de su defensa con base en la misma, de tal manera que habiendo sido aportada por el demandante y argüida por el demandado sin advertencia alguna y, por el contrario, utilizándola en su favor, no existe razón alguna para omitir valorarla, entre otras, porque se garantizó el derecho de defensa y contradicción de las partes”
 (se subraya).

En resumen, el que se haya aportado copia simple de los contratos celebrados entre la Administración Municipal de Santiago de Cali y la Cooperativa MIGUEL ÁNGEL BUONARROTI, no acredita de manera idónea la autenticidad de la celebración de tales negocios jurídicos, y por lo tanto no puede servir de argumento fáctico para decretar una sanción política como la que puede imponerse en los juicios de desinvestidura.

En tal orden, como no pueden darse por ciertos los hechos en que sustenta la demanda, en la medida en que no han sido idóneamente acreditados, no puede la Sala resolver si el Concejal Jhon Jairo García Hoyos incurrió en alguna de las inhabilidades o incompatibilidades que dan lugar a la pérdida de investidura.   

Así pues, es claro que debe revocarse la sentencia del Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, para en su lugar, negar las pretensiones de la demanda.

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO.- REVOCAR la sentencia apelada, del 25 de julio de 2012 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, en cuanto decretó la pérdida de la investidura de Concejal del Municipio de Santiago de Cali, Valle del Cauca, ostentada por el ciudadano JHON JAIRO GARCÍA HOYOS en el período 2012 - 2015.
SEGUNDO.- NEGAR las pretensiones de la demanda.
TERCERO.- En firme esta decisión, regrese el expediente al tribunal de origen.

Cópiese, notifíquese, publíquese y cúmplase.
La anterior providencia fue leída, discutida y aprobada por la Sala Plena en su sesión de 6 de diciembre de 2012. 

MARÍA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ                            MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO
   

                    Presidenta

GUILLERMO VARGAS AYALA

             MARCO ANTONIO VELILLA MORENO










Salva Voto

� “ARTÍCULO 254. Valor probatorio de las copias. Las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, en los siguientes casos:


1. Cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada.


2. Cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente. 


3. Cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa.”





� Consejo de Estado. Sección Primera. Sentencia del 28 de abril de 2011. Rad. Núm.: 2010-02234. C.P. Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta.


� “ARTÍCULO 254. Valor probatorio de las copias. Las copias tendrán el mismo valor probatorio del original, en los siguientes casos:


1. Cuando hayan sido autorizadas por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez, donde se encuentre el original o una copia autenticada.


2. Cuando sean autenticadas por notario, previo cotejo con el original o la copia autenticada que se le presente. 


3. Cuando sean compulsadas del original o de copia autenticada en el curso de inspección judicial, salvo que la ley disponga otra cosa.”





� Folio 203 del Cuaderno del Tribunal.


� Corte Constitucional, Sentencia C-023 del 11 de febrero de 1998.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, Sentencia de 9 de marzo de 2011, expediente 28.270 





